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En el Informe Jurídico se analiza un proceso de desalojo por ocupante precario 

iniciado con la demanda presentada por la señora Rosaanita Candelaria 

Sánchez Pérez en contra de los señores Elmer Emilio Calle Silva y Olga Silva 

Huamán. La demandante solicitó se le restituya el bien inmueble ubicado en la 

calle Fermín del Castillo N° 421, interior 01 del distrito y provincia de Nasca, 

departamento de Ica, con un área de 87.92 m2 y que viene siendo poseído por 

los demandados. Asimismo, manifestó ser la propietaria del bien al haberlo 

adquirido mediante Escritura Pública de compra venta celebrada el 25 de 

noviembre de 2013 y contar con su derecho inscrito en la Partida Registral N° 

11000351 del Registro de Propiedad Inmueble de la Oficina Registral de Nasca. 

Por su parte, los demandados no contestaron la demanda, por lo que fueron 

declarados rebeldes. El expediente analizado contiene materias jurídicas 

relevantes, tales como: posesión y propiedad, desalojo por ocupante precario, 

rebeldía, medios probatorios extemporáneos y prueba de oficio. El Juzgado Civil 

y de Familia de Nasca resolvió declarando Fundada la demanda. La Sala Mixta 

y Penal de Apelaciones de Nasca, confirmó la sentencia de primera instancia. 

Ante ello, la demandada interpuso recurso de Casación. La Sala Civil Transitoria 

de la Corte Suprema de Justicia declaró fundado el recurso de Casación, 

declarando nula la sentencia de vista y ordenó a la Sala Superior a emitir un 

nuevo fallo. La Sala Mixta y Penal de Apelaciones, revocó la sentencia de 

primera instancia, declarando Infundada la demanda. Ante ello, la demandante 

interpuso Recurso de Casación. La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 

de Justicia declaró Improcedente el recurso de Casación. 



2 
 

INDICE 

 

I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES ........................................................................................................................... 3 

A. Inicio del proceso judicial y petitorio .................................................................... 3 

B. Hechos expuestos por la demandante .................................................................... 3 

C. Hechos expuestos por los demandados ................................................................. 4 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE ................................................................................... 6 

A. Sobre la definición de poseedor precario .............................................................. 6 

B. Sobre el proceso de desalojo por poseedor precario.............................................. 9 

C. Sobre el titulo que ostentaba la demandada para acreditar su posesion .............. 10 

D. Sobre la declaración de rebeldía en el proceso .................................................... 11 

E. Sobre el ofrecimiento de medios probatorios en el recurso de apelación ........... 12 

F. Sobre la prueba de oficio ..................................................................................... 15 

III. POSICION FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS ................................................... 16 

A. Sentencia expedida mediante resolución N° 7 de fecha 09 de junio de 2015 ..... 16 

a) Posición respecto a lo resuelto en la sentencia ................................................ 17 

B. Sentencia de vista expedida mediante resolución N° 11 de fecha 29 de setiembre 

de 2015 ........................................................................................................................ 18 

a) Posición respecto a lo resuelto en la sentencia de vista ................................... 19 

C. Casación N° 4625-2015-Ica ................................................................................ 20 

a) Resumen del recurso de casación presentado por la demandada Olga Silva 

Huamán ................................................................................................................... 20 

b) Auto de procedencia del recurso de casación .................................................. 21 

c) Casación N° 4625-2015 Ica de fecha 10 de julio de 2017 ............................... 22 

d) Posición respecto a lo resuelto en la sentencia casatoria ................................. 22 

D. Sentencia de vista expedida mediante resolución N° 16 de fecha 16 de octubre de 

2018 ………………………………………………………………………………….22 

a) Posición respecto a lo resuelto en la sentencia de vista ................................... 23 

IV. CONCLUSIONES: ................................................................................................. 24 

V. BIBLIOGRAFÍA ..................................................................................................... 26 

VI. ANEXOS ................................................................................................................. 26 

 

 



3 
 

I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES  

A. INICIO DEL PROCESO JUDICIAL Y PETITORIO 

Con fecha 29 de agosto de 2014 la señora Rosaanita Candelaria Sánchez Pérez presentó 

demanda de Desalojo por Ocupante Precario dirigida contra Elmer Emilio Calle Silva y 

Olga Silva Huamán, solicitando se le restituya el bien inmueble ubicado en la calle Fermín 

del Castillo N° 421, interior 01 del distrito y provincia de Nasca que tiene un área de 

87.92 m2, bien que los demandados venían poseyendo en condición de precarios al 

carecer de un título legal o negocial que justifique la posesión. 

B. HECHOS EXPUESTOS POR LA DEMANDANTE 

Señaló la demandante que es propietaria del bien sub Litis, por haberlo adquirido 

mediante escritura pública de compra venta celebrada el 25 de noviembre de 2013 con el 

anterior propietario Julio César Cabrera Suárez y que fuera extendida ante el Notario 

Víctor Moscoso Céspedes, tal como consta en el Asiento C00006 del Rubro Títulos de 

Dominio de la Partida N° 11000351 del Registro de Propiedad Inmueble de la Oficina 

Registral de Nasca. 

Asimismo, indicó que la posesión de los demandados respecto al predio de su propiedad 

y cuya restitución se pretendía a través de la presente demanda, es de facto o clandestina 

y deviene en precaria por no tener título, amparado sólo en la efímera seguridad de valerse 

de la prepotencia.  

Finalmente, precisó que requirió en varias ocasiones a los demandados para que 

desocupen el bien inmueble pacíficamente; no obstante, los mismos hicieron caso omiso, 

pese a que no los une vinculo contractual, ni existe carga o gravamen inscrito que los 

legitime a ejercer la posesión del predio. 
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La demandante presentó los siguientes medios probatorios la Partida N° 11000351 del 

Registro de Propiedad Inmueble de la Oficina Registral de Nasca y la Escritura pública 

de compra venta de fecha 25 de noviembre de 2013 celebrada con el anterior propietario 

Julio César Cabrera Suárez y que fuera extendida ante el Notario Público Víctor Moscoso 

Céspedes, tal como consta en el Asiento C00006 del Rubro Títulos de Dominio de la 

Partida N° 11000351 del Registro de Propiedad Inmueble de la Oficina Registral de 

Nasca. 

Mediante Resolución N° 1 de fecha 05 de setiembre de 2014, el Juzgado Civil y de 

Familia de Nazca resolvió admitir a trámite la demanda de desalojo por ocupante precario 

en la vía del proceso sumarísimo y correr traslado de la misma a los demandados por un 

plazo de 5 días para su contestación. 

C. HECHOS EXPUESTOS POR LOS DEMANDADOS 

En el presente caso, los demandados no cumplieron con presentar escrito de contestación 

de demanda, motivo por el cual se emitió la Resolución N° 2 de fecha seis de octubre de 

2014 que declaró rebeldes a los señores Elmer Emilio Calle Silva y Olga Silva Huamán 

y se fijó fecha de Audiencia Única para el día seis de enero de 2015 a las 11:00 am, 

audiencia a la que únicamente acudió la demandante. 

Mediante escrito de fecha 04 de diciembre de 2014, se apersona a la instancia la señora 

Olga Silva Huamán, señalando su domicilio procesal y solicitando se expida copia simple 

de la demanda y sus anexos, sin efectuar defensa alguna de los hechos expuestos por la 

demandante. 

Ahora bien, una vez que emitida la sentencia de primera instancia que declaró fundada la 

demanda de desalojo por ocupante precario, la demandada a través de su recurso de 

apelación solicitó la revocatoria de la misma toda vez que no tiene la condición de 
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ocupante precario, ya que se encuentra en posesión del bien en virtud a un título legal, 

constituido por la Escritura Pública de compra venta N° 515, suscrito ante la Notaría 

Pública de Nasca del Dr. Luis Ernesto Libón Urrutia. 

La demandada manifestó que la recurrida le causa agravio moral y material, la carga de 

probar le corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión o a quien los 

contradice alegando nuevos hechos, estos deben ser valorados de forma conjunta. 

Refiere que el A quo en su quinto considerando señala que los demandados ostentan la 

calidad de poseedores precarios; sin embargo, no se ha tomado en cuenta que la 

demandada sí cuenta con título que genera el derecho posesorio, toda vez que es 

propietaria del mismo, en virtud de la Escritura Pública N° 515, entre los anteriores 

propietarios del bien José Luis Calle Benavides y Filomena Presentación Silva de Calle, 

a favor de la demandada Olga Huamán Silva.  

Señaló que con fecha 10 de junio de 2011, adquirió el inmueble ubicado en la Calle 

Fermín del Castillo N° 421 interior 01 del cercado de la Provincia de Nasca, mediante 

Escritura Pública N° 515 de compra venta con sus anteriores propietarios, así como estos 

últimos adquirieron el inmueble de la persona Fidel Melitón Silva Plaza, con fecha 12 de 

enero de 2010, actos jurídicos realizados ante la Notaría Pública de Nasca a cargo de Dr. 

Luis Ernesto Libón Urrutia. 

Asimismo, manifestó que el acto jurídico (Escritura Pública) de la demandante se realizó 

ante Notario Público del distrito de Vista Alegre, dado que sabía que ante la Notaría del 

Dr. Luis Ernesto Libón Urrutia, dicha compraventa sería imposible de realizar dado que 

respecto al inmueble ya se había celebrado una compraventa a favor de la recurrente. 

Finalmente, indicó que no presentó con anterioridad su Escritura Pública, dado que fue 

declarada en rebeldía al no haber absuelto el traslado de la demanda, sin embargo, esto 
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no conlleva a que se vulnere su derecho a la propiedad consagrado por la Carta Magna, 

es por ello, que existiendo un título cierto y legal el cual acredita su condición de 

propietaria del predio que es objeto de desalojo, no se puede vulnerar su derecho de 

propiedad, que si bien no se ha inscrito la referida escritura pública en la Oficina de 

Registros Públicos de Nasca, ello ha sido debido a falta de recursos económicos y que 

dicha omisión no recorta su derecho de propietario. 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

A. SOBRE LA DEFINICIÓN DE POSEEDOR PRECARIO 

El proceso de desalojo por ocupante precario ha sido materia de debate tanto a nivel 

doctrinario como a nivel jurisprudencial por la variedad de interpretaciones que surgían 

respecto de su tratamiento en las instancias judiciales. En el aspecto práctico, las diversas 

cortes de justicia venían aplicando criterios opuestos tanto a nivel sustantivo como 

adjetivo de la norma que no garantizaban una predictibilidad de los fallos que se emitían, 

de manera tal que la Corte Suprema se vio en la obligación de convocar un pleno casatorio 

para fijar un criterio jurisprudencial que uniformice la práctica judicial respecto del 

proceso de desalojo y para determinar diversos supuestos en los cuales una persona 

obtiene la calidad de poseedor precario.  

Así pues, en la Corte Suprema de la República emitió el IV Pleno Casatorio Civil1 donde 

se fijó como doctrina jurisprudencial vinculante diversas reglas que sirven para el correcto 

desarrollo y comprensión del proceso de desalojo por ocupante precario. Sobre el Cuarto 

Pleno Casatorio Civil se pronuncia Del Risco Sotil (2016, Ius et veritas (53) p. 132-142) 

afirmando lo siguiente: 

 
1 IV Pleno Casatorio Civil: Casación N° 2195-2011-Ucayali 
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(…) el Cuarto Pleno Casatorio Civil ha establecido un mecanismo de protección 

que pretende ser rápido y efectivo para defender el derecho del propietario, del 

administrador o de todo aquel que se considere que tiene derecho a la restitución 

de un predio (titulares en general), eliminando cualquier traba en el camino que 

pudiese prolongar innecesariamente el remedio legal de la “restitución”. (p. 133) 

Ahora bien, para analizar el presente caso, es necesario realizar un breve concepto del 

poseedor precario. 

La definición de poseedor precario establecida en el artículo 911°2 del Código Civil, 

señala que es poseedor precario quien ejerce la posesión de un bien sin título alguno o el 

que se tenía ha fenecido, entendiéndose entonces que la precariedad es una condición que 

se produce con la carencia de título alguno que legitime el derecho a ejercer la posesión. 

Es por ello, que en la Casación N° 1818-973 se estableció que:  

“la precariedad en el uso del inmueble no se determina únicamente por la 

carencia de un título de propiedad o arrendamiento, debe entenderse como tal la 

ausencia absoluta de cualquier circunstancia que permita advertir la legitimidad 

de la posesión que ostenta el ocupante (…)”. 

De esta definición se puede inferir que el poseedor precario es un poseedor ilegítimo en 

la medida que no cuenta con un título que justifique la posesión ejercida, sin embargo, la 

interrogante que se produce es que se entiende por poseedor legítimo y poseedor 

ilegitimo.  

En primer lugar, como bien lo señala el Dr. Pasco Arauco (2017) la posesión legitima es 

sinónimo de posesión conforme a derecho, esto es aquella posesión que se sustenta en 

 
2 Artículo 911° del Código Civil: La posesión precaria es la que se ejerce sin título alguno o cuando el que 
se tenía ha fenecido. 
3 Casación N° 1818-97 
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una causa o razón justificante, que ha sido valorada y es admitida por el sistema jurídico, 

a dicha causa o razón justificante se le conocerá como el título. 

Por su parte, la posesión ilegítima indica Varsi (2019) es aquella que carece de derecho 

porque el acto es inválido, ineficaz o contraviene a la ley, es insuficiente, caduco o deriva 

de un delito.  

Ahora bien, la posesión ilegitima puede ser de buena o de mala fe. Será de buena fe 

cuando el poseedor cree en su legitimidad, por ignorancia o error de hecho o de derecho 

sobre el vicio que invalida su título, tal como está establecido en el artículo 906°4 de 

nuestro Código Civil. Por otro lado, será de mala fe cuando se ejerce la posesión teniendo 

conocimiento de que no se tiene derecho a ella. 

En efecto, podemos concluir que nuestro ordenamiento jurídico protege a aquella persona 

que cuenta con título que le otorgue legitimidad para poseer un bien y por consiguiente 

tiene la facultad de exigir su restitución frente a aquella que lo posea ilegítimamente; 

otorgando así la posibilidad de calificarlo como poseedor precario. 

Este título al que se hace referencia expresa el artículo 911° del Código Civil y que 

contiene la razón justificante o derecho para ejercer la posesión, se puede clasificar en 

dos dependiendo de la fuente mediante la cual se adquiere. título negocial y título legal 

Será título negocial cuando la fuente de adquisición del título (derecho) sea la voluntad 

de las partes v.g. un contrato de Compra Venta o Arrendamiento. Por su parte, será título 

legal, cuando la adquisición del derecho derive de la voluntad de la ley, v.g. prescripción 

adquisitiva de dominio (Pasco Arauco, 2007, p.17).  

 
4 Artículo 906° del Código Civil: La posesión ilegítima es de buena fe cuando el poseedor cree en su 
legitimidad, por ignorancia o error de hecho o de derecho sobre el vicio que invalida su título. 
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B. SOBRE EL PROCESO DE DESALOJO POR POSEEDOR PRECARIO 

El proceso, con independencia de su naturaleza jurídica, ha sido y es reconocido por las 

sociedades contemporáneas como el instrumento más idóneo que el hombre ha creado 

para resolver sus conflictos interpersonales con relevancia jurídica (Monroy, 2013, p.282-

283). 

El proceso de desalojo es un proceso sumarísimo donde la materia controvertida se centra 

en determinar si corresponde la restitución de un bien en favor de quien lo reclama, en 

esa misma línea se pronuncia Gonzales (2018): 

El objeto de la demanda de desalojo, normalmente, es la restitución de un predio 

(art. 585 del CPC), que se entiende como el espacio de la corteza terrestre (suelo) 

delimitado de forma poligonal y susceptible de aprovechamiento independiente, 

lo que se extiende a todo espacio que tenga soporte en el suelo (departamento, 

“aires”). (p. 227) 

Nuestro ordenamiento jurídico permite demandar por desalojo cuando existe diversas 

causales, tales como la resolución del contrato por falta de pago o incumplimiento de 

alguna obligación (artículo 1697° del C.C.), conclusión del contrato por vencimiento del 

plazo o por venta del bien a tercero (artículo 1705° del C.C.) y/o por precario (Gonzales, 

2018). 

Ahora bien, el IV Pleno Casatorio5 ha fijado en su cuarta regla vinculante la legitimación 

para obrar tanto activa como pasiva de los sujetos dentro de un proceso de desalojo por 

precario. Así pues, ha establecido en el caso de la legitimidad para obrar activa no sólo 

será del propietario, sino también, el administrador y todo aquel que considere tener 

derecho a la restitución de un predio. 

 
5 IV Pleno Casatorio Civil: Casación N° 2195-2011-Ucayali 
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En ese sentido, Torres (2015) afirma que con esta regla vinculante la Corte Suprema 

refuerza lo referido al artículo 585° del Código Procesal Civil, en cuanto a que el término 

de “restitución” se debe entender en un sentido amplio y no restringido. (p. 51) 

Por su parte, la Corte Suprema en el pleno casatorio en mención dispuso que la 

legitimidad para obrar pasiva debe comprender a todo aquel que ocupa el bien sin 

acreditar su derecho a permanecer en el disfrute de la posesión, porque nunca tuvo título 

o el que tenía feneció.  

C. SOBRE EL TITULO QUE OSTENTABA LA DEMANDADA PARA 

ACREDITAR SU POSESION 

En el presente caso, la demandada contaba con un título posesorio como es la Escritura 

Pública de compra venta 515 realizada por Notario Público, mediante la cual ostentaba la 

calidad de propiedad del bien sub litis que le brindaba legitimidad para poseerlo y que 

fuera presentada en su escrito de apelación de sentencia. Al respecto, el A quo no pudo 

tener conocimiento del referido título al momento de resolver, pues, este no fue ofrecido 

como medio probatorio por la demandada en la etapa procesal oportuna, por lo que 

consideramos que su fallo fue acorde a derecho y debidamente motivado. 

Por su parte, la Sala Mixta y Penal de Apelaciones de Nasca sí tuvo la posibilidad de tener 

conocimiento de la Escritura Pública ofrecida por la demandada, sin embargo, la misma 

fue desestimada, señalándose en el considerando 2.6 de la sentencia de vista de fecha 29 

de setiembre de 2015, que en virtud del artículo 374° del Código Procesal Civil en los 

procesos sumarísimos (como el desalojo) no se permite la presentación de medios 

probatorios en el recurso de apelación. Asimismo, la Sala Superior sostuvo que el 

documento presentado data del 10 de junio de 2011, esto es, es de fecha anterior a la 

presentación de la demanda y que, si bien la demandada tenía la condición de rebelde, 
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pudo haber ofrecido sus medios probatorios en su escrito de apersonamiento que fue 

presentado antes de la audiencia única. 

Posteriormente, en sede casatoria se declaró la nulidad de la referida sentencia de vista, 

resultando finalmente que los medios probatorios ofrecidos por la demandada fueran 

incorporados al proceso como pruebas de oficio.  

D. SOBRE LA DECLARACIÓN DE REBELDÍA EN EL PROCESO 

La declaración de rebeldía se produce cuando el emplazado que es notificado válidamente 

no contesta la demanda en el plazo establecido; o, cuando el litigante que ha sido 

notificado con la conclusión del patrocinio de su Abogado o la renuncia de su apoderado 

no comparece al proceso dentro del plazo de cinco días. 

Así pues, esta declaración de rebeldía producirá ciertos efectos en el proceso, siendo el 

principal de ellos la denominada presunción legal relativa sobre la verdad de los hechos 

expuestos en la demanda. La referida presunción no supone la veracidad total de los 

hechos expuestos por el demandante, o un reconocimiento tácito de lo expuesto por el 

demandado como si se tratara de un allanamiento o reconocimiento procesal, ni mucho 

menos se trata de una victoria automática del demandante. En este sentido, el juzgador 

deberá considerar los hechos expuestos por el demandante y sus medios probatorios, y en 

base a la convicción que se genere, deberá emitir un pronunciamiento debidamente 

motivado.  

En virtud del párrafo anterior, cabe acotar lo afirmado por el Dr. Monroy Palacios (2015, 

Advocatus, (032), 255-276): 

(…) queda claro que la declaración de rebeldía no conllevara a que 

automáticamente se le dé la razón al demandante. A lo cual es pertinente agregar 

el supuesto en que aun cuando los hechos alegados hayan producido convicción 
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en el Juez, exista una divergencia entre aquellos y el derecho que se pretende hacer 

valer, en cuyo caso la demanda será improcedente. (p. 268) 

Ahora bien, por parte del rebelde, si este decidiera apersonarse al proceso como dispone 

el artículo 462°6 del Código Procesal Civil deberá respetar el principio de preclusión 

procesal, y asumir la perdida de oportunidad para ejercer su defensa en la etapa procesal 

correspondiente.  

En el presente caso, la codemandada Olga Silva Huamán fue declarada rebelde por la 

Resolución N° 2 de fecha 06 de octubre de 2014 y se apersonó a la instancia el 4 de 

diciembre de 2014, solicitando se expidan copias simples de la demanda y sus anexos, 

sin embargo, no adjunto a su escrito algún medio probatorio para acreditar la legitimidad 

de su posesión sobre el bien inmueble en controversia, por lo que posteriormente, se 

declaró fundada la demanda y se le requirió la restitución del bien al tener la calidad de 

poseedora precaria.  

E. SOBRE EL OFRECIMIENTO DE MEDIOS PROBATORIOS EN EL 

RECURSO DE APELACIÓN  

Estipulado en el artículo 139° inciso 147 de nuestra Constitución, así como en el artículo 

I 8 del Título Preliminar del Código Procesal Civil, el derecho de defensa es definido por 

el Tribunal Constitucional en la STC 5085-2006-PA/TC9 como: 

“(…) un derecho fundamental de naturaleza procesal que conforma, a su vez, el 

ámbito del debido proceso, y sin el cual no podría reconocerse la garantía de este 

último”. 

 
6 Artículo 462° del Código Procesal Civil: El rebelde puede incorporarse al proceso en cualquier 
momento, sujetándose al estado en que éste se encuentre. 
7 Artículo 139° inc.14 de la Constitución Política del Perú: El principio de no ser privado del derecho de 
defensa en ningún estado del proceso. (…) 
8 Artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil: Toda persona tiene derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un debido 
proceso. 
9 STC Exp. N° 5085-2006-PA/TC F.J. 5 
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Las partes de un proceso en ejercicio de su derecho de defensa, tienen el derecho a ofrecer 

medios probatorios que sustenten los hechos expuestos por cada una de ellas acorde a sus 

intereses, con la finalidad de que estos produzcan certeza en el juez, para que este último 

pueda fundamentar sus decisiones. En ese sentido, el artículo 189°10 del Código Procesal 

Civil dispone que los medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes en los actos 

postulatorios (demanda y contestación de demanda), salvo disposición distinta 

establecida en el referido código adjetivo. 

Así pues, nuestra normativa procesal, específicamente el artículo 374° del Código 

Procesal Civil, permite el ofrecimiento de medios probatorios de manera excepcional en 

los escritos de apelación si se cumplen los siguientes presupuestos: 

1. Cuando los medios probatorios estén referidos a la ocurrencia de hechos 

relevantes para el derecho o interés discutido, pero acaecidos después de 

concluida la etapa de postulación del proceso. 

2. Cuando se trate de documentos expedidos con fecha posterior al inicio del proceso 

o que comprobadamente no se hayan podido conocer y obtener con anterioridad. 

Por otro lado, el artículo 559° del Código Procesal Civil señala únicamente que en el 

proceso sumarísimo no son procedentes la reconvención ni los informes sobre los hechos, 

quedando permitido el ofrecimiento de medios probatorios en segunda instancia. 

Tanto el artículo 374° como el 559° del Código Procesal Civil, fueron modificados hace 

unos años por la Ley N° 30293, publicada el 28 de diciembre de 2014 y que empezó a 

tener vigencia cumplidos los 30 días posteriores a su publicación, esto es el 28 de enero 

de 2015. Así pues, el artículo 374° del referido cuerpo normativo fue modificado respecto 

de la exclusividad de los procesos de conocimiento y abreviado para el ofrecimiento de 

medios probatorios en el recurso de apelación, pues con la modificación en mención 

 
10 Artículo 189° del Código Procesal Civil: Los medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes en 
los actos postulatorios, salvo disposición distinta de este Código. 
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también se podría realizar dicho ofrecimiento probatorio en los procesos sumarísimos 

como el desalojo.  

Asimismo, la modificación al artículo 559° del C.P.C. suprimió el numeral 3 referente a 

la improcedencia de ofrecimiento de medios probatorios en segunda instancia en los 

procesos sumarísimos. 

En el caso en concreto, el problema principal del proceso recae en que la Sala Mixta y 

Penal de Apelaciones de Nasca desconocía las modificaciones efectuadas al Código 

Procesal Civil que se produjeron con la Ley N° 30293, por lo que en la Sentencia de Vista 

señaló que no correspondía admitir los medios probatorios ofrecidos por la demandada 

por tratarse el desalojo de un proceso sumarísimo. 

Al respecto, somos de la posición de que la Sala pudo haber desestimado el documento 

presentado por la parte demandada, no por tratarse de un proceso sumarísimo, sino porque 

dicho medio probatorio no corresponde a la ocurrencia de hechos relevantes ocurridos 

con posterioridad a la etapa postulatoria; o, dicho documento haya sido expedido con 

posterioridad al inicio del proceso o que comprobadamente no se haya podido conocer u 

obtener con anterioridad. 

Como se aprecia de la Escritura Pública 515 presentada por la demandada, esta tiene como 

fecha 10 de junio de 2011, y la demanda fue interpuesta el 29 de agosto de 2014, por lo 

que ninguno de los supuestos calza para efectos de poder admitir dicho medio probatorio 

en el recurso de apelación. 

En efecto, como ya lo hemos señalado en párrafos anteriores, el rebelde debe asumir las 

consecuencias de no haber ejercido su defensa en la forma y plazos oportunos, en tanto 

que si se admiten sus medios probatorios ofrecidos de manera extemporánea o en su 

escrito de apelación sin cumplir con los supuestos del artículo 374° del Código Procesal 
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Civil, resultaría vulnerándose el principio de preclusión procesal, y en todo caso, sería 

una recompensa al hecho de no comparecer al proceso cuando se ha sido notificado 

válidamente. 

F. SOBRE LA PRUEBA DE OFICIO 

La prueba de oficio es una institución que genera mucha controversia, pues esta facultad 

del juez de actuar pruebas es considerada por muchos como una interferencia en la 

actividad probatoria de las partes. Como bien lo señala Monroy (2013).  

La prueba de oficio es una institución procesal que despierta muchas discusiones 

entre los estudiosos del Derecho procesal, debido a que algunos consideran que la 

actividad probatoria es propia de las partes y otros consideran que no solo 

involucra a las partes, sino que también el juez puede tener actividad probatoria 

en el proceso. (p.297) 

La prueba de oficio es una facultad del juez, que opera excepcionalmente, cuando los 

medios probatorios ofrecidos por las partes no resulten suficientes para generar 

convicción sobre la materia a resolver, por lo que éste, en su función de impartir justicia 

y dirigir el proceso, podrá solicitar se actúen medios probatorios de oficio, es decir, se 

actúen medios de prueba por iniciativa misma del juez, para que con éstos se pueda a 

llegar a la certeza material de la controversia a resolver. 

El artículo 194° del Código Procesal Civil establece un requisito para que se pueda actuar 

la prueba de oficio, esto es que la fuente de prueba haya sido citada por alguna de las 

partes en el proceso. Esta premisa restringe el actuar del juez porque limita la esfera de 

su actividad probatoria a las fuentes de prueba citada por las partes. 
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Al respecto, debemos señalar la diferencia entre la fuente de prueba y el medio de prueba 

establecida en diversos pronunciamientos del Tribunal Constitucional11. 

(…) Ello debido a que a partir de la distinción existente entre fuente de prueba 

(entendida como realidad extra procesal independiente al proceso) y medio de 

prueba (que vendría a ser un acto procesal, esto es, una realidad interna al proceso, 

y por medio del cual la fuente de prueba es ingresada al proceso), es posible 

determinar que la declaración de nulidad de un proceso únicamente acarrea la 

invalidez de los medios de prueba inherentes al mismo, mas no así de las fuentes 

de prueba.  

En efecto, en el presente caso, las pruebas de oficio incorporadas por la Sala Mixta y 

Penal de Apelaciones de Nasca, fueron citadas por la demandada en su recurso de 

apelación, por lo que su incorporación no vulnero ni reemplazo la actividad probatoria de 

la demandada. 

III. POSICION FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

A. SENTENCIA EXPEDIDA MEDIANTE RESOLUCIÓN N° 7 DE FECHA 

09 DE JUNIO DE 2015  

Previamente a la emisión de sentencia, el Juez Especializado Civil de Nasca fijó como 

puntos controvertidos lo siguiente: 

a) Determinar si la demandante es propietaria del bien inmueble cuya desocupación 

se pretende, el cual se encuentra ubicado en la Calle Fermín del Castillo Nro. 421 

interior 01 del distrito y provincia de Nasca, departamento de Ica, con un área de 

87.92 metros cuadrados. 

b) Determinar si los demandados ocupan el referido bien inmueble sin tener título 

alguno o el que tenían ha fenecido. 

 
11 STC Exp. N° 0003-2005-AI/TC, F.J. 128 y 129; STC Exp N° 1010-2002-AI/TC, F.J. 160, STC Exp. N° 05822-
2007-PHC/TC, F.J. 2 
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En el presente caso, el Juzgado resolvió declarar fundada la demanda en virtud de los 

siguientes argumentos expuestos en la Sentencia. 

• De la revisión de la demanda se tiene que la demandante sostiene que es 

propietaria del bien litigioso al haberlo adquirido por compraventa de su anterior 

propietario; por otro lado, los demandados no han contestado la demanda. 

• Que, de la Escritura Pública de Compraventa otorgada por Julio Cesar Cabrera 

Suarez a favor de Rosaanita Candelaria Sánchez Pérez de fecha veinticinco de 

noviembre del dos mil trece (fojas 13/15), se tiene que el vendedor da en venta 

real y enajenación perpetua a favor de la compradora, el bien inmueble ubicado 

en la Calle Fermín del Castillo Nro. 421 interior 01 del distrito y provincia de 

Nasca, departamento de Ica. 

• Que, de la copia literal de la Partida número 11000351 del Registro de Propiedad 

Inmueble de los Registros Públicos de Nasca se tiene que el bien inmueble urbano 

ubicado en la Calle Fermín del Castillo Nro. 421 interior 01 del distrito y provincia 

de Nasca, departamento de Ica, con un área de 87.96 metros cuadrados, se tiene 

como propietaria actual a Rosaanita Candelaria Sánchez Pérez. 

En razón de los fundamentos referidos en el párrafo anterior es que el juzgado determino 

que la propietaria del bien inmueble es la señora Rosaanita Candelaria Sánchez Pérez, así 

como que los demandados han acreditado su posesión respecto del inmueble no sólo por 

lo manifestado por la demandante, sino también por su condición de rebeldes, lo que 

genera la presunción legal relativa sobre la verdad de los hechos expuestos en la demanda 

sin haber acreditado alguna condición que los excluya de obtener la calidad de poseedores 

precarios. 

a) POSICIÓN RESPECTO A LO RESUELTO EN LA SENTENCIA 

Acorde al análisis realizado en el presente informe sobre los principales problemas 

jurídicos del expediente, así como de las resoluciones emitidas, me encuentro a favor de 

lo resuelto por el Juzgado Civil de Nasca por los siguientes fundamentos: 
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En primer lugar, la demandante cumplió con acreditar su derecho de propiedad sobre el 

bien materia de litigio, toda vez que presentó la copia literal de la partida registral 

11000351, en donde se aprecia que es la titular del derecho, asimismo, presentó la 

escritura pública de compra venta mediante la cual adquirió la propiedad del inmueble 

derivada del anterior titular registral.  

Por su parte, los demandados fueron declarados rebeldes al no haber contestado la 

demanda en la debida oportunidad pese a haber sido válidamente notificados, lo que 

generó en el juzgador una presunción legal relativa de la verdad de los hechos expuestos 

por la demandante. Además, la demandada Olga Silva Huamán se apersono al proceso 

sin adjuntar medio probatorio alguno que defienda una posición sobre la legitimidad de 

su posesión, incluso, se le notificó válidamente con la resolución que fijaba fecha para la 

audiencia única, sin embargo, no acudió a la misma. 

Considero que el juez en su rol de impartir justicia, analizó correctamente los medios 

probatorios ofrecidos y llegó a la conclusión lógica que la demanda debía estimarse, pues, 

como se ha señalado en párrafos anteriores, correspondía restituir el inmueble a favor de 

la demandante que es la titular registral del inmueble, y los demandados no ofrecieron 

título alguno que justifique su posesión del inmueble, convirtiéndose en poseedores 

precarios.  

B. SENTENCIA DE VISTA EXPEDIDA MEDIANTE RESOLUCIÓN N° 11 

DE FECHA 29 DE SETIEMBRE DE 2015 

En la presente sentencia de vista la Sala Mixta y Penal de Apelaciones de Nasca estableció 

como pretensión impugnatoria lo expuesto por la demandada Olga Silva Huamán 

solicitando se revoque la sentencia y reformándola se declare infundada en atención a lo 

siguiente: 

• La recurrida le causa agravio moral y material. 
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• La carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuren su 

pretensión o a quien los contradice alegando nuevos hechos, estos deben ser 

verificados en forma conjunta. 

• La recurrente cuenta con título que le genera derecho posesorio, toda vez que es 

propietaria del mismo, al haberlo adquirido con fecha 10 de junio de 2011, 

mediante escritura de compraventa N° 515 realizado por Notario Público, el 

inmueble ubicado en la Calle Fermín del Castillo N° 421 interior 01 Nasca, de 

parte de los anteriores propietarios José Luis Calle Benavides y Filomena 

Presentación Silva de Calle, conforme a las copias legalizadas de escritura 

pública. 

• La recurrente no ha presentado la escritura pública de compraventa, debido a que 

fue declarada rebelde, esto no conlleva a vulnerar su derecho de propiedad, existe 

un título cierto y legal, el cual acredita su condición de propietaria. 

El colegiado de la Sala Mixta y Penal de Apelaciones de Nasca resolvió declarar 

infundado el recurso de apelación y confirmaron la sentencia en grado, argumentando que 

el proceso de desalojo no permite el ofrecimiento de medios probatorios en el recurso de 

apelación al tratarse de un proceso sumarísimo, y que el documento adjuntado data del 

10 de junio de 2011, esto es, fecha anterior a la interposición de la demanda. 

a) POSICIÓN RESPECTO A LO RESUELTO EN LA SENTENCIA DE 

VISTA 

Frente a lo resuelto en la sentencia de vista de fecha 29 de setiembre de 2015, pese a estar 

de acuerdo con que se haya confirmado la sentencia en alzada, me encuentro en 

discrepancia con el análisis y tratamiento procesal efectuado por el colegiado de la Sala 

Mixta y Penal de Apelaciones de Nasca a la institución del ofrecimiento de medios de 

prueba en el recurso de apelación. 

Como se ha indicado en el análisis de los problemas jurídicos del expediente, el Ad Quem 

cometió el error de fundamentar el rechazo de la escritura pública ofrecida por la 

demandada, señalando que según el artículo 374° del Código Procesal Civil, solo cabe el 
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ofrecimiento de medios probatorios en el recurso de apelación cuando se trate de procesos 

de conocimiento o abreviado; y, siendo el proceso de desalojo por precario un proceso 

sumarísimo, no cabe la posibilidad de admitir el medio probatorio ofrecido por la 

demandada. 

En ese sentido, resulta preocupante que una Sala Superior de Justicia no se mantenga al 

tanto de las modificaciones que se realicen al Código Procesal Civil, en tanto que la Ley 

N° 30293 modificó los artículos 374° y 559° del C.P.C. permitiendo que en los procesos 

sumarísimos también sea posible el ofrecimiento de medios probatorios en el recurso de 

apelación. 

Consideró que la Sala Superior debió rechazar el medio probatorio ofrecido por la 

demandante fundamentando que este documento no había sido expedido con 

posterioridad a la interposición de la demanda; o, no se trataba de la ocurrencia de un 

hecho relevante para el derecho o interés discutido acaecido con posterioridad a la etapa 

postulatoria del proceso. 

En ese sentido, si bien comparto la posición de que la sentencia impugnada debió 

confirmarse, la falta de motivación e incorrecta argumentación del colegiado vulnera el 

derecho al debido proceso al que toda persona tiene derecho. 

C. CASACIÓN N° 4625-2015-ICA 

a) RESUMEN DEL RECURSO DE CASACIÓN PRESENTADO POR LA 

DEMANDADA OLGA SILVA HUAMÁN 

La demandada Olga Silva Huamán, presentó el 29 de octubre de 2015, el recurso de 

casación contra la sentencia de vista de fecha 29 de setiembre de 2015 que confirmó la 

sentencia en grado que declaró fundada la demanda. La demandada señaló que su pedido 

casatorio es anulatorio, ya que su fin es que se declare la nulidad de la sentencia de vista 
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y se devuelva el expediente a la Sala Superior para que proceda a emitir un nuevo fallo 

acorde a ley. 

La demandada señaló las siguientes causales de infracción normativa. 

• Señalo la infracción de la normativa de naturaleza procesal, contenida en los 

artículos 122°, inciso 3 del Código Procesal Civil y 139°, incisos 3 y 5 de la 

Constitución Política del Perú, infracción prevista en el artículo 386° del Código 

Procesal Civil, en este caso falta de motivación y que origina una interpretación 

errónea de los artículos 586° del Código Procesal Civil y el artículo 911° del 

Código Civil. 

• Señalo la infracción de la normativa de naturaleza procesal, contenida en el 

artículo II - VII y VIII, Título Preliminar del Código Civil, Asimismo, el artículo 

I del Código Procesal Civil, artículo primero y Art 139, incisos 3 de la 

Constitución Política del Perú, infracción prevista en el artículo 386° del Código 

Procesal Civil y que origina una vulneración al debido proceso y a la tutela 

procesal efectiva. 

 

b) AUTO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO DE CASACIÓN 

La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de la República declaró procedente el 

recurso de casación por la causal de infracción normativa de derecho material de los 

artículos II, VII, VIII, del Título Preliminar y 911° del Código Civil y por la causal de 

infracción normativa de derecho procesal de los artículos 139° incisos 3 y 5 de la 

Constitución Política del Perú, 122° inciso 3 y 586° del Código Procesal Civil, así como 

apartamiento inmotivado del precedente judicial, respecto de la Sentencia del Cuarto 

Pleno Casatorio Civil, al haberse cumplido con las exigencias de los incisos 2 y 3 del 

artículo 388° del Código Procesal Civil. 
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c) CASACIÓN N° 4625-2015 ICA DE FECHA 10 DE JULIO DE 2017 

La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema, emitió la sentencia casatoria que declaró 

fundado el recurso de casación, y, en consecuencia, casaron la sentencia de vista de fecha 

29 de setiembre de 2015 declarando nula la misma, y ordenaron a la Sala Superior emitir 

un nuevo pronunciamiento. 

d) POSICIÓN RESPECTO A LO RESUELTO EN LA SENTENCIA 

CASATORIA 

Al respecto, me encuentro a favor de lo resuelto en la sede casatoria, toda vez que se 

advierte el error de la Sala Superior de no haber considerado las modificaciones 

efectuadas por la Ley N° 30293 al Código Procesal Civil y que tuvieron como efecto el 

rechazo (bajo una causal incorrecta) de las escrituras públicas ofrecidas por la demandada. 

Asimismo, comparto la posición de la Corte Suprema en su quinto considerando en 

relación a que en la instancia casatoria no es posible realizar un nuevo examen crítico de 

los medios probatorios ofrecido por las partes, sin embargo, la arbitraria o insuficiente 

evaluación de la prueba y la deficiente actividad probatoria origina un fallo con 

motivación aparente. 

En efecto, el hecho de que el Ad quem no haya realizado una correcta actividad probatoria 

sobre el ofrecimiento de las escrituras públicas en el recurso de apelación de la 

demandada, conllevan a que el fallo que emitiera iba a adolecer de nulidad por no 

garantizar un derecho al debido proceso. 

D. SENTENCIA DE VISTA EXPEDIDA MEDIANTE RESOLUCIÓN N° 16 

DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 2018 

Previamente a la emisión de la presente sentencia, la Sala Mixta y Penal de Apelaciones 

de Nasca admitió como prueba de oficio las escrituras públicas ofrecidas por la 

demandada, mediante las cuales acreditó el título que legitima su derecho a poseer el bien 
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sub litis. Así pues, habiéndose ordenado a emitir un nuevo pronunciamiento al haberse 

declarado la nulidad de la sentencia de vista del 29 de setiembre de 2015, el colegiado de 

la Sala Superior revocó la sentencia en grado y reformándola declaró infundada la 

demanda. 

a) POSICIÓN RESPECTO A LO RESUELTO EN LA SENTENCIA DE 

VISTA 

Soy de la opinión que la Sala Superior cumplió con subsanar los errores efectuados 

teniendo en consideración lo expuesto por la Corte Suprema, por lo que me encuentro a 

favor del fallo en base a los siguientes argumentos. 

La Sala aplicó correctamente el artículo 194° del Código Procesal Civil, incorporando 

como pruebas de oficio los medios probatorios ofrecidos por la demandada, estos son, la 

escritura pública de compra venta de fecha 10 de junio de 2011 celebrada entre José Luis 

Calle Benavides y Filomena Presentación Silva de Calle (vendedores) y Olga Silva 

Huamán (compradora), así como, la escritura pública de compra venta de fecha 12 de 

enero de 2010 celebrada entre Fidel Meliton Silva Plaza (vendedor) y José Luis Calle 

Benavides y Filomena Presentación Silva de Calle (compradores).  

Así pues, el colegiado superior acertadamente declaró la improcedencia de los medios 

probatorios ofrecidos por la demandada, pues, como ya se ha señalado anteriormente, los 

documentos ofrecidos no se ajustan a los supuestos establecidos por el artículo 374° del 

Código Procesal Civil para su admisión, y, por lo tanto, los incorporó como pruebas de 

oficio, sin que esta actuación interfiera en el principio de imparcialidad o reemplace la 

actividad probatoria de las partes. 

En ese sentido, la Sala Superior al haber valorado las pruebas de oficio determinó que la 

demandada no tenía la calidad de poseedora precaria, pues, cuenta con un título que 

legitima la posesión que venía ejerciendo sobre el inmueble litigioso, lo que conlleva a 
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que no se le pueda atribuir la condición de ocupante precario tal como lo dispone el 

artículo 911° del Código Civil.  

Es en virtud de estas razones que considero que la Sala, después de un correcto análisis 

de la institución del poseedor precario y de los medios de prueba admitidos en el proceso, 

emitió un fallo acorde a derecho.  

IV. CONCLUSIONES: 

En primer lugar, considero que lo resuelto en el presente caso fue acertado porque la 

demandada demostró contar con un título que le garantiza encontrarse en posesión del 

bien litigioso. Como se ha señalado en el presente informe, el título es la causa justificante 

o derecho que permite a una persona ejercer la posesión sobre un bien de manera legítima. 

Así pues, el proceso de desalojo por precario es un instrumento procesal que sirve para 

determinar la obligación de restitución de un bien que es poseído por quien carece de un 

título para poseerlo en favor de aquel que sí cuenta con un título para ejercer la posesión 

de dicho bien. 

En este caso, la demanda fue debidamente desestimada porque la definición de poseedor 

precario descrita en el artículo 911° del Código Civil no puede ser aplicable a quien cuenta 

con un título que sustenta la posesión ejercida, tal como lo es la escritura pública de 

compra venta de la demandada Olga Silva Huamán. Asimismo, nuestra legislación 

procesal señala que el sujeto pasivo en un proceso de desalojo podrá ser el arrendatario, 

el sub-arrendatario, el precario o cualquier otra persona a quien le es exigible la 

restitución. 

En los dos primeros casos (arrendatario y sub-arrendatario) no se ajustan al presente 

proceso porque no ha existido un contrato celebrado entre las partes litigantes. El supuesto 

del precario ya lo hemos descartado toda vez que la demandada sí contaba con un título 
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que legitimó su posesión sobre el bien, y por más que la demandante acredite la propiedad 

sobre el bien, eso no implica que la demandada carezca de un derecho a poseer derivado 

de su título (escritura pública de compra venta). 

El último supuesto (cualquier otra persona a quien le es exigible la restitución), 

entendemos que solo funciona cuando en otro proceso con sentencia firme diferente al 

desalojo, se declare que la persona que se encuentra ejerciendo la posesión tiene la 

obligación de hacerle la entrega (restitución) del bien a quien tiene un mejor derecho que 

ella. 

Es por ello que, como conclusión principal sostengo que la interposición de la demanda 

de desalojo fue un error por parte de la demandante. Soy de la idea que hubiese sido 

conveniente que iniciará una acción reivindicatoria o un proceso de mejor derecho de 

propiedad, pese a que dichos procesos cuentan con un tratamiento procesal más extenso, 

en virtud de los medios probatorios actuados en el presente expediente, considero que, si 

hubiera optado por iniciar alguno de los procesos señalados, la demanda le hubiera 

resultado favorable.  

En segundo lugar, considero que el proceso de desalojo por precario es un proceso simple 

de resolver, su naturaleza se centra en determinar si quien demanda tiene derecho a la 

restitución del bien frente a quien ocupa sin título o si es que tenía este feneció. Sin 

embargo, la riqueza del presente proceso radica en el análisis del desarrollo práctico de 

diversas instituciones de carácter procesal como lo son la rebeldía, el ofrecimiento de 

medios probatorios en segunda instancia, la prueba de oficio, entre otros. 

Como he señalado a lo largo del presente informe, resulta preocupante que existan fallas 

tanto en la aplicación de normas de carácter procesal, como lo fue el desconocimiento de 

las modificaciones dadas por la Ley N° 30293 a nuestro Código Procesal Civil, así como 
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en el desarrollo de la actividad probatoria en segunda instancia, al no haberse admitido o 

desestimado los medios probatorios extemporáneos ofrecidos sin que exista una 

resolución motivada que resuelva dicho ofrecimiento, así como tampoco, en su debido 

momento no fueron valorados o puestos en contradictorio, resultando perjudicial para los 

intereses de los justiciables que la Corte Suprema deba subsanar la deficiente actuación 

procesal en materia probatoria que efectuó en un principio la Sala Superior.   
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